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Proyecto de Ley que modifica 
Artículos del Texto Unico 
Ordenado de la Ley de Relaciones 
Colectivas de Trabajo priorizando 
mecanismos de Dialogo Socia! y 
Garantizando la Libertad Sindical 

El Grupo Parlamentario Juntos por el Perú, a propuesta de la 
Congresista de la República que suscribe Isabel Cortez Aguirre en 
ejercicio de las facultades previstas en el articulo 1070  de la Constitución 
Política del Estado, en concordancia con el artículo 750  y  76° del 
Reglamento del Congreso de la República, presenta el siguiente proyecto 
de ley: 

1. FORMULA LEGAL: 

El Congreso de la República 
Ha dado la Ley siguiente: 

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA ARTÍCULOS DEL TEXTO ÚNICO 
ORDENADO DE LA LEY DE RELACIONES COLECTIVAS DE TRABAJO 

PRIORIZANDO MECANISMOS DE DIALOGO SOCIAL Y GARANTIZANDO 
LA LIBERTAD SINDICAL 

Artículo V. — Modifíquese el articulado de la Ley del Texto Único Ordenado 
de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo 

Modifíquese los artículos 30°, 44°, 460,  72°, 730,  76°, 770,  81°, 82° y  84° de la 
Ley del Texto Unico Ordenado de la Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo, 
aprobado por el Decreto Supremo Nro. 010-2003-TR 

Artículo 30°. - El fuero sindical garantiza a determinados trabajadores no ser 
despedidos ni trasladados a otros establecimientos de la misma empresa, sin 
justa causa debidamente demostrada o sin su aceptación. El despido solo 
procederá cuando previamente se haya probado, en sede judicial, la 
existencia de la causa justa relacionada con su capacidad o conducta. 

Artículo 44°. — La convención colectiva tendrá aplicación dentro del ámbito que 
las partes acuerden, que podrá ser: 























Pieit 

tv,' LL 
CON G RE SO Dccei,u, de hi Ij, t.,1kd de O,eriLtlid.1de r" mujeres y hu,nbrcs 

-\du del llicciiteíiii mu kl Peri,: 2111) u\os de Indepeedeucia. 
REPUBLICA 

defectuosa, a los derechos fundamentales afectados por la huelga, sin embargo, 
no vacían de contenido a este último derecho fundamental. 
En consecuencia, la autoridad gubernativa acaba siendo el árbitro de la cuestión, 
imponiendo criterios de afectación, grado, tipo de servicios, necesidad incluso 
cuantitativa de trabajadores que los titulares colectivos e individuales de] derecho 
de huelga no pueden contradecir salvo que asuman el riesgo de desobedecer 
los servicios mínimos impuestos a la espera de que [a posterior decisión judicial 
avale su postura. 

Por esta razón se suele reclamar la implantación de mecanismos de solución de 
la controversia en torno a La propia existencia de servicios esenciales, a la 
necesidad de fijación de los servicios mínimos y a su entidad numérica o 
personal. Lo que podría afrontarse estableciendo por ley un listado detallado de 
las actividades productivas que pueden ser consideradas servicios esenciales 
de la comunidad y en qué circunstancias y contextos; fijando igualmente y de 
forma apriorística (lo que en otras experiencias comparadas se ha calificado 
como negociación en frío al encomeridarse esta tarea a la propia negociación 
colectiva sectorial o de empresa fuera de[ contexto de una huelga en acto) la 
extensión de los servicios mínimos a prestar; o, en fin, como ha sucedido con el 
caso italiano, creando un organismo técnico e independiente que pueda resolver, 
de forma inmediata pero siempre antes de que la huelga comience, los conflictos 
que puedan suscitarse en torno a los servicios mínimos. 

Nada de esto existe en la realidad peruana por lo que existe un espacio de 
inseguridad jurídica que solo beneficia al sujeto que impone tales servicios 
mínimos, perjudicando habitualmente al derecho de huelga de los trabajadores, 
obligados a prestar unos servicios que, no irifrecuentemente, quedan 
deslegitimados con posterioridad. 

De tal modo que, si la legislación o sus legítimos intérpretes, (Cas. 3480-2014-
LIMA) contemplan la opción de prohibir el reemplazo de trabajadores en huelga, 
la regulación que se haga de] mismo, así como de los servicios esenciales y de 
los servicios mínimos, no puede significar, en la práctica, la posibiLidad de 
mermar la eficacia de este derecho o de reemplazar trabajadores en huelga, 
limitando o haciendo perder eficacia al principal mecanismo de autotutela 
privilegiado de que disponen los trabajadores. 
La OIT, a través de sus órganos de control, ha entendido que los servicios 
esenciales corresponden a aquellos "servicios cuya interrupción podría poner en 
peligro la vida, la seguridad o la salud de la persona en toda o en parte de la 
población'. 

En este sentido, "el criterio determinante es la existencia de una amenaza 
evidente e inminente para la vida, la seguridad o la salud de toda o parte de 
la población". La determinación de estos servicios debe ser realizada de 
manera restrictiva dependiendo de[ contexto y condiciones particulares de cada 
país, no pudiendo realizar generalizaciones y debiendo analízarse caso a caso. 
También ha expresado que se atenta contra el concepto mismo de servicios 
esenciales si se trata de calificar como tales a aquellas situaciones que no 
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cumplen con los criterios que le son propios. Tal es el caso de las huelgas que 
impliquen consecuencias graves a largo plazo para la economía nacional, si 
existe una definición amplia del concepto de servicios esenciales en la 
legislación, o si el gobierno tiene facultades discrecionales para ampliar la lista 
de empresas que se consideran como servicios esenciales. Ahora bien, dado 
que los trabajadores afectados con las limitaciones o prohibiciones al derecho 
de huelga a través de los servicios esenciales pierden uno de los derechos y 
medios fundamentales para promover y defender sus intereses, el mismo 
Organismo ha indicado que deben disfrutar de una protección compensatoria, 
como lo son los mecanismos de conciliación, mediación y arbitraje. En este 
sentido, "cuando el derecho de huelga ha sido limitado o suprimido en 
empresas o servicios considerados esenciales, los trabajadores deben 
goiar de una protección adecuada, de suerte que se les compensen las 
restricciones impuestas a su libertad de acción durante los conflictos que 
puedan surgir en dichas empresas o servicios" De esta manera, "la limitación 
de la huelga debe ir acompañada por procedimientos de conciliación y arbitraje 
adecuados, imparciales y rápidos en que los interesados puedan participar en 
todas las etapas, y en los que los laudos dictados deberían ser aplicados por 
completo y rápídamente". 

Los servicios esenciales, en el sentido estricto del término, difiere del concepto 
de servicios mínimos. Este último tiene por finalidad asegurar el mantenimiento 
de servicios que durante la huelga garanticen la cobertura de las necesidades 
básicas de la población, el funcionamiento continuo o en condiciones de 
seguridad de las instalaciones, con lo cual si bien no se prohíbe el derecho de 
huelga, si se impone la necesidad de contar con un servicio mínimo de 
funcionamiento de la empresa o de la institución respectiva. 

Al respecto, el Comité de Libertad Sindical ha establecido la posibilidad de 
establecer un servicio mínimo de seguridad para garantizar la seguridad de las 
personas y las instalaciones de la empresa. En este sentido, ha considerado 
admisible las limitaciones al derecho de huelga en el caso de "una legislación 
que obligaba a las organizaciones profesionales de todas las actividades a 
procurar que siga prestando sus servicios el personal necesario para la 
seguridad de las instalaciones y la prevención de accidentes, previéndose que 
las divergencias que puedan surgir con respecto a este personal deben ser 
zanjadas por el tribunal administrativo de arbitraje". 

A su vez, también ha considerado admisible la posibilidad que se imponga un 
servicio mínimo de funcionamiento, el cual "podría ser una solución sustitutiva 
apropiada de la prohibición total, en las situaciones en que no parece justificada 
una limitación importante o la prohibición total de la huelga y en que, sin poner 
en tela de juicio el derecho de huelga de la gran mayoría de los trabajadores, 
podría tratarse de asegurar la satisfacción de las necesidades básicas de los 
usuarios o el funcionamiento continuo y en condiciones de seguridad de las 
instalaciones". 
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Sin perjuicio de lo anterior, ha estimado que los servicios mínimos deben 
límitarse a las operaciones estrictamente necesarias y aplícarse de manera 
estricta junto con ser determinadas en forma clara y ser conocidas con la 
debida anticipación. 

En esta línea argumentativa, el Comité de Libertad Sindical ha estimado que "un 
servicio mínimo puede establecerse en casos de huelgas cuya extensión y 
duración pudieran provocar una situación de crisis nacional aguda tal que las 
condiciones normales de existencia de la población podrían estar en peligro; para 
ser aceptable, dicho servicio mínimo debería limítarse a las operaciones 
estrictamente necesarias para no comprometer la vida o las condiciones 
normales de existencia de toda o parte de la población y debería posibilitar, por 
otra parte, en lo que se refiere a su determinación, la participación de las 
organizaciones de trabajadores así como de los empleadores y de las 
autoridades públicas" (Recopilación de decisiones y principios del Comité de 
Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT. Párrafo 610). 

De esta manera, "el Comité ha insistido en la importancia de que las 
disposiciones relativas a los servicios mínimos a aplicar en caso de huelga en un 
servicio esencial se determinen en forma clara, se apliquen estrictamente y sean 
conocidas a su debido tiempo por los interesados" (Recopilación de decisiones 
y principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la 
OIT. Párrafo 611). 

En cuanto a la participación en la definición de los servicios mínimos, el Comité 
de Libertad Sindical ha estimado que deben participar tanto las autoridades 
públicas como las organizaciones de los trabajadores y de los empleadores. A 
su vez, en caso de divergencia, ésta debe ser resuelta por un órgano 
independiente y no por una autoridad pública o administrativa. 

En ese sentido, señalar que es evidente que al ser la huelga un derecho 
fundamental reconocido internacional y constitucionalmente éste debe ser 
promovido en toda su extensión; por lo que "( ... ) Dicha extensión claramente no 
solo abarca la concepción tradicional de huelga, sino también, las diversas 
modalidades que pueden tomar los trabajadores para llevar a cabo una huelga 
(concepción moderna de huelga)." Ello, más aún los cambios estructurales que 
se vienen suscitando en el centro de trabajo. No podría seguirse limitando el 
concepto de huelga al mero abandono del trabajo, de ser así sería imposible 
materializar una huelga en trabajo remoto, o teletrabajo o labores que se realizan 
fuera del dentro de trabajo. 

Finalmente, señalar que atención al Convenio de la OIT 144, la construcción de 
esta norma ha contado con propuestas de diversos gremios, tanto de sindicatos, 
federaciones y confederaciones. 

111. EFECTOS DE LA NORMA EN LA LEGISLACIÓN NACIONAL 
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La presente iniciativa legislativa tendrá efecto de manera complementaria 
únicamente sobre sobre el Texto Unico Ordenado de la Ley y Relaciones 
Colectivas de Trabajo. Las modificaciones propuestas se encuentran en la línea 
de absolver tas Observaciones que hiciese el Comité de Libertad Sindical a 
nuestro país y que -en su momento- dio lugar a la modificación de la misma. Es 
una norma que sistematiza pronunciamientos del Tribunal Constitucional y de la 
Corte Suprema. 

IV. ANALISIS COSTO BENEFICIO 

El presente proyecto no constituye una iniciativa de gasto público. Por el 
contrario, evitara proliferación de conflictos, y rebajara el número de procesos 
judiciales sobre la materia. 

V. VINCULACIÓN CON EL ACUERDO NACiONAL 

La presente iniciativa legislativa se encuentra enmarcada en las siguientes 
Políticas de Estado: Fortalecimiento del Régimen Democrático y del Estado de 
Derecho (1), Institucionalización del Dialogo y la Concertación (4), Reducción de 
la pobreza (Política 10); Acceso al empleo pleno, digno y productivo (Política 14); 
y Plena vigencia de la Constitución y de los derechos humanos (Política 28). 


